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Se abre la sesibn a &s doce y g u í w  minutos. 

- PROBLEMATICA ACTUAL DE LA ENTI- 
DAD FIDECAYA, S. A. 

€4 señor PRESIDENTE (Moya Moreno): Con- 
tinuando fa Última bcsíón que tuvimos, y para 
cumplimentar el orden del día que quedó pen- 
diente en su segundo punto, vknc dt nuevo a la 
Comisión el sdior Ministro de Hacienda para in- 
formar &re el tema Fidccaya A tal efeto, tiene 
la palabrael señor Ministro. 

El sdkx  MINISTRO DE HAClENDA @a& 
Anmenw): Señor Presidente, stitam Diputados, 
aste infonne se refiere a lo amteidoea rdación 
con el tema de Fidecaya a partir del momento MI 

que comparecí ante esta misma Comisión y en el 
%o con motivo de la aprobzteión del Decreto- 
b y  que afrontó los problemas & Iás entidades de 
ahorro, de ias cuales la más importante era y es 
-porque t&Vía mestádisuelta- Fidecaya. 
La liquidación forzusa de Fidecaya, de acuerdo 

u#l el Decreto-ley, se acordó por Orden de 4 de 
septiembre de 198 1, nombrándose con igual fe- 
cha la Composición liquidadora, dos de cuyos 
miembros fueran sustituidas el 2 de octubre de 
198 1 a petición propia. La situación general de 
E i k y a  -taba entonces Las siguientes mag- 
nitudes. Quiero indicar que, naturalmente, en la 
exposicón hago un refnmen de una doumw?a- 
ción muy amplia que, por suplicsto. estoy & 
prtado a poner en uxxtcimíeato de la Comwón 
cuando ista Jo &conveniente. 

Cantiddgam~tizaúa por el Eftado a ios cedu- 
htas, por aplicación del Real Decreto-ky de 20 
de agmto, 14.927 millones de pesetai; es la canti- 
dad que efectivamente resultaba garantizada 
Cantidad M) garantizada por d Estado a los cedu- 
listas, como coLtá6cueñciB de las iimiiaciones en 
i a g n r a n t i a q u c e s t a b k d a d ~ k y , 9 3 8 m i -  

Se-ían 
~ c k p e s e t p s .  

L í b c c a M k l a h ~  

temtoríalmmte del siguiente modo. Andalucía 
Occidental, 1.47s miliones; Levante, 1.318 mi- 
llones de pesetas. San denominaciones de k orga- 
nizztción inicrna de Fidecaya, sin incidir en nin- 
guna otra calificación dc Comunidad Autónoma 
o no Auhmas.Cataiuña, 1.140, A r e n ,  1.105; 
Centro -donde estaba comprendida Extrcmadu- 
ra a cstoc efectoti, 2.414; Castíila, 800; Norte, 
323; Noroeste, 1.018; Central, 1.030, y Andalu- 
cía Oriental, 4.29 1, que es donde estaba la mayor 
parte. Total, 14.999 millones aproximadamente. 

Otros crbditos-venta Fidacaya por actividad 
normal de la empresa, y por virtud de 12M opera- 
ciones de ampliación & capital, aproxímada- 
menie 2.500 millones de pesetas. 
U p#wnial h a 1  de Fidecaya ascedía a 542 

empieados, de &que 1 lose situabsrn yw&Úan 
ea las oficinas centrales en Earcelona. Actucio- 
nts de la cvmisión liquidadora en relación con el 
personal. A fin de poner térmitlo a h situacibn 
conflictiva que impedir tbda actividad operativa 
en la sociedad, el 13 de octubre, ia camíSión sus- 
cribió, tras negwiacioncs iabonosa& un ~ V C l r l O  

con el personal de t entidad en el que se prevía, 
para d supuesto & no encantrar duciiñr que 
mantuviese los puestos de trabajo. cano así M í a  
sido reammddo a la cornissión, la resdrtción de 
los contratos de vabajo por sextas partes menisu- 
les a partir de 1 de enero de 1982, yse fijaban las 
correspondientes índeninizaciones &re la base 
general de cuareuta y cinco días por d o  de =tí- 
giiedad con a w a s  pequeñes varimtes en el 
c ~ l v c n i o  que se formó a estos El importe 
total de diehas I n d e m n W  ascemha ' apro- 
rimadameate a 550 miUcwras de pesdnr. 
Como consecriencia de los cmtmtus smcxibs 

am entidades fimcncitras a que luago iñc &d 
-antes & ladtrción última m d gnip6 Ruma- 
a-, el m a l  abmbido por estas e&dadcs ha 
sido el siguiente: Cah de Ahorrar de Roda, 86 
empleLdos; Caja de Ahorros de Haacncia, 34; 
Caja de Aboms de Gxnada, W, Cap Rard del * 11;- W d e  sax, cuimqcl;ir hd 
deCaarí6adt ooscandes, tm, cajaRadc€ec% 
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16, y Caja Rural de Asturias, tres. El contrato con 
Rumasa supone la absorción de 326 empleados, 
pdcticamente todos, menos los que se acogieron 
voluntariamente a las circunstancias del conven- 
to general firmado para la cesación del contrato 
de trabajo. 
Las gestiones llevadas a cabo por el personal de 

Fidecaya con la comisión dieron como resultado 
nueve empleados que cesaron en su relación la- 
boral voluntariamente. Todos ellos han sido in- 
demnizados, de acuerdo con el convenio de 13 de 
octubre de 198 1, por un importe total de 7,8 mi- 
llones de pesetas. 

Formulación del plan de liquidación. El plan 
de liquidación fue elaborado por la comisión li- 
quidadora, que conforme al artículo 120 del Re- 
glamento de Entidades de Ahorro y Capitaliza- 
ción, se sometió a aprobación administrativa, 
siendo aprobado, previo informe de la Dirección 
General de lo Contencioso del Estado y de la Di- 
rección General de !kguros, por Orden ministea 
riai de 2 5 de noviembre de 198 1. En dicho plan se 
preveía fundamentalmente, primero, pago de las 
cantidades cubiertas por las garantías del Estado, 
mediante acuerdos con instituciones financieras 
que se procuraría que asumiesen al propio tiem- 
po parte del personal simplemente por la gestión 
de pago. Segundo, acuerdos con los demás acree- 
dores no garantizados mediante negociación de 
quitas en los créditos procedentes de operaciones 
de ampliación de capital. Tercero, realización de 
los activos y pago a los acreedores, operaciones 
que en algún caso se integrarían en las referencia- 
das en el primer apartado. El plan indicaba que 
los acuerdos que se fuesen concertando se some- 
terían ulteriormente a la aprobación de la Admi- 
nistración. 

Gestiones para la ejecución del plan de liquida- 
ción hasta el momento actual. inicialmente se 
realizaron distintos intentos de negociación de 
una solución global, es decir, con una absorción 
de todo el personal, todo el activo y todo el pasi- 
vo, en las condiciones que se pactaran, con la 
Caja Postal de Ahorros y después con la Asocia- 
ción de la Banca, a la que se ofreció, para sus 
miembros que lo estimaran conveniente, la posi- 
bilidad de una solución global con la Confedera- 
ción de Cajas de Ahorro y especialmente también 
con la Caja de Pensiones para la Vejez y de Aho- 
rros, contactos que resultaron infructuosos. 

Inmediatamente después se negociaron y al- 
canzaron acuerdos en diferentes fechas hasta el 

23 de diciembre con las siguientes entidades: Caja 
de Ahorros de Ronda, Caja de Ahorros de Plasen- 
cia, Caja Provincial de Ahorros de Granada, Caja 
Rural del Jalón, Caja Rural de Sax, Caja Rural de 
Camón de los Condes, Caja Rural Creta y Caja 
de Ahorros de Asturias, a las que se les ordenó el 
pago de 9.0 15 millones de pesetas, que representa 
el total garantizado por el Estado a los cedulistas 
de toda Andalucía y Extremadura mas Ciudad 
Real, Zaragoza, Alicante, Palencia, Avila, Tole- 
do y Asturias; es decir, el total del pasivo garanti- 
zado fue asumido por estas entidades a las que me 
acabo de referir. 

Con algunas variantes, las líneas generales de 
tales acuerdos consistieron en lo siguiente. Pri- 
mero, transferencia por el Tesoro de las cantida- 
des garantizadas por el Estado para su pago a tra- 
vés de la entidad en cuestión a los cedulistas de la 
zona. Segundo, asunción del personal de dicha 
zona, con lo que se asumieron 207 empleados de 
Fidecaya, que representaron un ahorro de 250 
millones de pesetas en indemnizaciones. Tercero, 
adquisición por venta o por traspaso de oficinas 
de Fidecaya en la zona, que determinó la trans- 
misión con estas entidades de 93 locales, en venta 
o en traspaso, según la condición jurídica de cada 
cual, de propiedad o en arrendamiento. En cuarto 
lugar, condiciones especiales en su capacidad de 
expasión como entidades de crédito al haber nue- 
vas oficinas con este motivo, conforme a una Or- 
den ministerial del Ministerio de Economía de 14 
de diciembre de 198 1. De manera que las entida- 
des que recibían el dinero para pagar se quedaba 
con el personal y recibían una cierta capacidad de 
expansión en función de la cantidad que se com- 
prometieran a reintegrar a los cedulistas garanti- 
zada por el Estado. 

El 9 de diciembre de 198 1, tras amplias nego- 
ciaciones, la Caja de Ahorros de Cataluña -no la 
Caja de Pensionee formuló a la comisión liqui- 
dadora de Fidecaya una oferta de solución que 
abarcaba para el resto el pago de la garantía a'los 
cedulistas de las regiones donde no se había aún 
resuelto el problema y absorbía todo el personal 
restante de Fidecaya, oferta que no prosperó ante 
las dificultades de la expansión fuera de la zona 
que exigía la Caja de Ahorros de Cataluña y que 
fue rechazada en virtud de criterios predominan- 
tes en la Confederación de Cajas de Ahorro. 

Ante el fallido intento de la Caja de Ahorros de 
Cataluña se negoció y el 24 de diciembre de 198 1 
*on gran celeridad, como se ve, de la comisión 

- 4 -  



liquidadora- se suscribió contrato con el grupo 
Rumasa, sometido a la condición suspensiva de 
su aprobación administrativa, que supone un 
acuerdo general respecto de los siguientes extre- 
mos: primero, pago de los 5.912 millones de pe- 
setas que faltaban a los cedulistas de las restantes 
zonas por las cantidades garantizadas por el Esta- 
do, a través del Banco Industrial del Sur (Banki- 
sur), que es el contrato inicialmente firmado, que 
se haría cargo de las oficinas de dichas zonas apli- 
cando la Orden ministerial de 14 de diciembre de 
198 1 a que antes he hecho referencia. 

Segundo, asunción de 326 empleados de Fide- 
caya pendientes de colocación o, mejor dicho, 
que tendrían que haber cesado en su relación la- 
boral, de los que 65 habrían tenido que cesar a 
primeros de enero pasado, conforme a lo conve- 
nido, con unos 70 millones de pesetas de indem- 
nización en aquel momento. Esta asunción ha su- 
puesto un ahorro de más de 300 millones de pese- 
tas en indemnizaciones. 

Tercero, asunción en bloque del patrimonio de 
Fidecaya, activo y pasivo, comprometiéndose el 
grupo Rumasa a lo siguiente: pagar a todos los ce- 
dulistas la parte no cubierta por la garantía del 
Estado por principal e intereses. Segundo, pagar 
sus créditos a los otros acreedores de Fidecaya y 
su grupo, si bien estas operaciones serían gestio- 
nadas por la comisión liquidadora, que tratará de 
obtener quitas en algunos de los créditos. 

Cuarto, pago como precio, por parte de Banki- 
sur, por parte del grupo Rumasa, para su reem- 
bolso al Tesoro, de una cantidad igual al importe 
total de lo que éste hubiera abonado a causa de la 
garantía prevista en el Real Decreto-ley; por tan- 
to, pago de catorce mil y pico millones de pesetas, 
cantidad adelantada por el Tesoro en aplicación 
del Decreto-ley por la garantía. El pago se hará en 
pagos crecientes durante veinte años, sin interés y 
con cuatro años de carencia; plazos que se revisa- 
rán según el resultado de la valoración de los acti- 
vos materiales de Fidecaya y su grupo, encomen- 
dada por la comisión liquidadora a la firma Ri- 
chard Ellis, y el neto patrimonial que resulte de 
las negociaciones de la comisión liquidadora con 
los acreedores, revisión que ampliará los plazos 
de pago o los reducirá según los casos. 

Los acuerdos suscritos por la comisión liquida- 
dora son los que antes he indicado con las Cajas, 
y me referiré ahora a la aprobación administrati- 
va de los acuerdos y a los informes habidos en re- 
lación con dicha aprobación administrativa. 

Antes de aprobarse el convenio con Rumasa 
e s t a b a  ya firmado por la comisión liquidadora, 
pero no aprobado por la autoridad administrati- 
va- se introdujeron negociaciones nuevamente 
con algunos bancos de carácter nacional, cono- 
ciéndose ya el texto del acuerdo con Rumasa, y 
nuevamente con la Confederación de Cajas de 
Ahorro. Tanto estos bancos como la Confedera- 
ción de Cajas de Ahorro, a los que de algún modo 
se les ofreción la posibilidad, digamos, de pujar 
en este negociomarle de algún modo, rechazaron 
la posibilidad de intervenir ni siquiera en las mis- 
mas condicions en que estaba suscno el acuerdo 
con Rumasa. Esto se ofreció a dos bancos nacio- 
nales importantes, de los mas importantes del 
país, y a la Confederación de Cajas de Ahorro 
nuevamente, para hacerla como tal Confedera- 
ción o con las Cajas que estimara conveniente 
que participaran también en la negociación, y re- 
chazarón, digamos lo que en términos no estricta- 
mente jurídicos se podría llamar un derecho de 
tanteo o una opción en las mismas condiciones. 

El 13 de enero, el Banco Industrial del Sur se 
encontró con dificultades, o, mejor dicho, la ope- 
ración firmada con Rumasa tropezaba con difi- 
cultades para su aprobación administrativa o 
para el desarrollo de algunos de sus aspectos, 
como la consunción de una capacidad de expan- 
sión, porque el Banco Industrial del Sur, banco al 
que se adscribían las oficinas y la expansión deri- 
vada del convenio, se encuentra en situación de 
expediente, en algunos aspectos, con el Banco de 
España. 

En consecuencia, el grupo Rumasa y la comi- 
sión liquidadora firmaron un acuerdo modifican- 
do el anterior, diciendo que los derechos del 
acuerdo anterior por parte de Rumasa se cedían 
por el Banco Industrial del Sur a cualquiera de los 
siguientes Bancos, o a todos ellos, del grupo Ru- 
masa, que no se encontraban en dificultades o en 
expedientes con el Banco de España: Banco Ge- 
neral, Banco Comercial de Cataluña, Banco del 
Oeste, Banco del Noroeste, Banco de Murcia, 
Banco de Toledo, Banco Peninsular, Banco Ali- 
cantino, Banco de Comercio, Banco de Extrema- 
dura, Banco del Norte, Banco de Albacete, Banco 
Condal, Banco Latino, Banco de Jerez, Banco de 
Sevilla y Banco de Huelva. 

En su momento se decidirá por el Ministerio de 
Economía sobre la utilización de la capacidad de 
expansión de conjunto, por cada uno de dichos 
bancos, que da la utilización de los fondos, para 
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que, conforme al convenio de referencia, se pro- 
CtQ a la incotporación del personal de Fidecaya, 
cosa que ya sc está haciendo en este momento. 

Finaimente, la comisión liquidadora solicitó 
del Ministerio de Hacienda la aprobación de los 
acuedos suscritos por la misma y su incorpora- 
cí6n al proyecto de liquidación de Fidecaya, 
aprobado por Orden ministerial de 25 de noviem- 
bre de 198 1, a que antes me he referido. 

Como trámites previos a ello, por decisión mía, 
se recabó informe a la Dirección General de lo 
Contencioso del Estado e informe económico a la 
Intervención General de la Administración del 
Estado, m base a los cuales se dictó Orden minis- 
terial de 17 de febrero de 1982, por la que se 
aprobaron los convenios de refermcia, salvo en 
lo referente a la hrma de pago de la venta de acti- 
vo y pasivo, que se contiene en el convenio sus- 
crito con Rumasa y bancos de su grupo, para lo 
que se recabó dictamen del Consejo de Estado, 
que lo ha emitido el 4 de m a m  de 1982, en senti- 
do fvorable a la aprobación definitiva de la ope- 
ración, por considerarla prekrible a una liquida- 
ción directa de los bienes. 

El día 19 de febrero de 1982 se transfirieron los 
5.780 millones de peretas que restaban para ha- 
cer frente a la garantía establecida por el Decreto- 
ley, a fin de que, a través de su red bancaria, se 
realizara el pago de las cantidades garantizadas 
por el Estado a los c e d u l h  que quedaban pen- 
dientes. Este pago va unido a la asunción del res- 
to del pemonal dc Fidecaya y a la expansión en 
lo0 términos de la Orden del Ministerio de Eco- 
nomía de 14 de diciembre de 1981. El pago por 
Rumasa a íos ceduliDta0 ya se ha realizado en al- 
guna zonas y se está realizando en otras. 

Sin perjuicio de responder a las preguntas que 
IC piurtem en relación con esta operación, quie- 
ro indicar lo siguiente: Concretamente, en el dic- 
tamen del Consejo de Estodo se afirma, entre 
otras co~lld (teniendo en cuenta que el dictamen 
era mb bien sobre apectos técnicos. sobre si ha- 
bía tranracción o no, sobre quiCn tenía que &pro- 
bar el acuerdo, etcccera), lo siguiente: 

«A este respecto, es muy ilustrativo el informe 
de la Intervención General que obra en el expe- 
diente, en el que, tras una serie de cdlculas, IIC Ile- 
ga a la conclusión de que ia liquidación directa de 
Fidecaya y la liquidici6n 8 través de  ruma^ no 
presentan grandes diferencias de tipo finrnCiero 
para el Estado, habido cuenta de la forma de 
pago, por lo que la solución que se adopte debed 

ser en fbnción de las restantes consideacioneo, 
sociales, económicas, laborales, d t e r a ,  que in- 
ciden en el tema. «Es decir -dice el Consejo de 
Estado-, que el Estado no sale pejudicado por 
el convenio respecto de cualquier solución alter- 
nativam. La solución alternativa e8 funáamental- 
mente la liquidación directa por la comisión li- 
quidadora. 
«De modo que el convenio de 24 de diciembre 

de 198 1 M -d ice  el Consejo de Es- uní mere- 
ce la calificación de transacción ni tiene por obje- 
to derechos de la Haoknda pública, ni representa 
ninguna desventaja para el Estado, por lo que al 
autorizarlo tampoco se está en el supuesto del ar- 
tículo 30.2 de la Ley General Presupuestaria, 
también invocado por la Dirección General de lo 
Contencioso, que prohibe conceder exenciones, 
perdones, rebajas ni moratorias en el pago de los 
derechos a la Hacienda pública, salvo en los casos 
y en la forma que determinen las Leyes, ya que el 
convenio no implica ninguna concesión gratuita 
por el lado de la Administración, y si algún per- 
juicio económica se irroga al Estado, a resultas de 
la liquidación de Fidccaya, no será por causa del 
convenio, sino del Decreto-Ley 1 1 í 8  1, en virtud 
del cual asume la responsabilidad, dentro de cicr- 
tos límites, de los depósitos entregados en custo- 
dia a las entidades de ahorro particular.» 

Dice después el Consejo de Estado (el dictamen 
entero está, con todo el expediente, a disposición 
de la Comisión): «No se trata de formular una ob- 
jeción jurídica, porque, en definitiva, es un pacto 
lícito, sino de hacer una simple advertencia (es 
sobre quih  tiene que aprobar, en definitiva, el 
convenio, que es el Consejo de Ministros, en vez 
del Ministro de Hacienda, es una cuestión pura- 
mente formal), «y no se objeta, entre otras razo- 
nes, porque este Consejo, a cuya apreciación no 
escapa la ventrija económica que puede represen- 
tar un pago aplazado a veinte años, con cuotas 
progresivas que empiezan con el 1 por ciento y 
Qmtro de un proceso inflacionario, este Consejo, 
repetimos, estima que el oistema elqgido es prefe- 
rible a la liquidación directa, y que el convenio 
con R u m a  quizá no sea el mejor de los posibles 
en teoría, pero tal vez es el Único posible, después 
de varios intentos Fracasado#, sobre todo si sc pre- 
tende resolver al mismo tiempo loa problemas la- 
borales que sc plantea la solución de Fidecap. 

«Por tanto, lar concludoncs son que el convc- 
nio objeto de la consulta no pude calificara¿ de 
tranmcción y que la aprobación definitiva del 
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mismo, después de considerar las observaciones a 
que se refEre el apartado 2.4 de este informe, co- 
rresponde al Consejo de Ministros». 
Es decir, el convenio ha sido contrastado con 

posibilidades reales de opción por parte de las en- 
tidades financieras más importantes del país y ha 
sido contrastado con un informe de la Interven- 
ción General sobre los aspectos económicos y 
con un dictamen del Consejo de Estado. Por tan- 
to, en este momento está pendiente simplemente 
de la aprobación del Consejo de Ministros, que 
espero que se produzca en el Consejo de Minis- 
tros próximo. 

Esto es todo lo que inicialmente tenía que de- 
cir. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 

El señor Granado tiene la palabra. 
Ministro. 

El señor GRANADO BOMBIN: Señoras y se- 
ñores Diputados, señor Ministro, yo voy a co- 
menzar por lo que debiera ser el final. 

Los socialistas compartimos la preocupación 
que ha tenido el Gobierno sobre la garantía de los 
puestos de trabajo, pero yo creo que, con inde- 
pendencia de felicitamos de que los trabajadores 
de Fidecaya permanentes, los quinientos y pico 
trabajadores, puedan seguir trabajando, hay que 
hacer algunas reflexiones sobre la conducta del 
Gobierno, aunque implique una repetición de lo 
que hemos dicho ya en sesiones anteriores. 

Fidecaya se constituye en 1952. La Ley que re- 
gula estas entidades de ahorro y capitalización es 
del año 1955. Según esta Ley, una vez que se mo- 
dificaron las condiciones iniciales de Fidecaya, el 
depósito previo tenía que haber sido el depósito 
constitutivo de cinco millones. Comienza el fallo 
del Gobierno. Fidecaya no cumplió esa obliga- 
ción, algo que es perfectamente comprobable en 
todo momento, puesto que se hace en el Banco de 
España, y en el momento de la liquidación seguía 
teniendo un millón y pico. El Gobierno no se ha 
enterado de esta anomalía grave constitutiva. 

En 1967, por primera vez, don Miguel Soriano 
se incorpora a Fidecaya y comienzan las opera- 
ciones peregrinas de esta entidad que, como no sé 
quién dice - c r e o  que es alguno de los inspectores 
de Hacienda-, compraba al contado y vendía no 
sólo a plazos *peraciÓn que ha hecho al Go- 
bierno también, para continuar con la historia de 
Fidecaya-, sino que vendía a través de operacio- 

nes triangulares, pentagonales o de interminables 
intervinientes, a través de solares de valoración 
peregrina, por no decir otra cosa. 

Fidecaya, por fin, es intervenida al final de la 
década de los 60 por la Dirección General de Se- 
guros y continúa hasta el año 1972. No hay segui- 
miento de las infracciones de Fidecaya por parte 
de la Dirección General de Seguros. 

En 1974 se hace una inspección. Consecuen- 
cia: cero. En 1977 -ya para entrar en el período 
democrático-, dos inspectores de la Dirección 
General de Seguros, los señores Aldaz y González 
Bueno, hacen una inspección detenida y reflejan 
claramente en un informe - c o n  independencia 
de la conducta posterior que yo censuro hoy pú- 
blicamente del señor Aldaz- las anomalías en 
las que incurre Fidecaya. Fidecaya opera, básica- 
mente, con operaciones especulativas que le es- 
tán terminantemente prohibidas por la Ley. 

A consecuencia de ese acta, que es bastante cla- 
ra, el Gobierno, que no se había preocupado has- 
ta entonces, dicta el 8 de julio de 1977 unas bases 
técnicas de actuación de Fidecaya. En esas bases 
técnicas, me parece -no quiero ni comprobar los 
datos- que el coste total de las operaciones de 
Fidecaya es del 9,44 por ciento. Dejemos el año 
1977 puesto que, como Fidecaya alegaba igno- 
rancia de esas normas técnicas hasta que se pro- 
dujeron, no podía aplicarlas en ese ejercicio. 

Liega 1978 y aquí no hay datos secretos, senci- 
llamente Fidecaya hace una Memoria -la Me- 
moria anual- y en ella con las valoraciones- 
punto al que me referiré después- caprichosas e 
irracionales de Fidecaya, el costo medio del pasi- 
vo es del 14,93 por ciento; un cinco por 5 más 
que el que le autoriza la norma técnica de 8 de ju- 
lio de 1977, y el Gobierno sigue sin hacer nada. 

En esta situación se produce, al finalizar el año 
1978, un intento de vuelta del señor Soriano a 
través de la famosa aportación, no de dinero, sino 
de una finca. Y ahí -yo no voy a acusar a na- 
die- se producen cosas tan peregrinas como que 
un técnico madrileño, un titulado superior, valo- 
ra la finca en más de cinco mil millones de pese- 
tas; otro especialista en valoración de fincas, en 
2.800 millones de pesetas y, por fin, Fidecaya la 
compra -haciendo una operación genial- en 
2.283 millones. 

El describir las turbias -yo diría más que tur- 
bias-, sórdidas operaciones de incremento de ca- 
pital, toleradas por la Administración, es algo 
que no se puede calificar, ya lo hacen implícita- 
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mente los inspectores que hacen la operación, 
puesto que Fidecaya prestaba dinero para que’es- 
tos hombres compraran cédulas, al ser cedulistas 
ya podían tener el crédito 4 u e  era previo real- 
mente- y después se pagaba el valor de la finca. 
Y para terminar con la finquita dichosa señalaré 
que el valor real aceptado posteriormente por 
otra entidad sena norteamericana, actuando en 
España, era de 189 millones de pesetas. Es decir, 
30 veces menos de lo que se había valorado por 
Fidecaya. 

En esta situación ya llegamos a 1980. En 1980 
señalaréque Fidecaya ha creado, antes de todo 
este proceso de turbiedades toleradas, me parece 
que 41 sociedades. La Dirección General de Se- 
guros dice que sólo podía intervenir Fidecaya y la 
Peninsular de Seguros. 

Admito que haya parcelas en la Administra- 
ción, pero sabiendo cómo actuaba Fidecaya, 
cómo valoraba fincas inmuebles, rústicas, de todo 
tipo, incluso las inversiones mobiliarias, de una 
manera totalmente caprichosa -después tam- 
bién señalaré la de los dos bancos en los que figu- 
raba como accionista Fidecaya-, ¿cómo es posi- 
ble, me pregunto y le pregunto al señor Ministro, 
que la Dirección General de %guros no haya pe- 
dido a la Inspección General del Ministerio de 
Hacienda, puesto que eran sociedades, que inves- 
tigara, en examen normal, la actuación fiscal de 
esas sociedades fantasmas y que transmitiera los 
datos, con independencia de a quién compon- 
diera de la Inspección General del Ministerio, a 
la Dirección General de Seguros? 

El informe que hicieron los inspectores el 5 de 
febrero de 1980 refleja la actitud especulativa, la 
infiacción en cuanto a registros, en cuanto a con- 
diciones de las cédulas (puesto que también había 
aquí clara infracción de las normas técnicas), la 
infracción en cuanto a los créúitos y, por supues- 
to, las valoraciones. 

Hay una participación en el balance de Fide- 
caya valorada al 74 1 por ciento, cuando lo máxi- 
mo que señalan los inspectores que le correspon- 
dería sería el 200 por ciento. En las partidas bási- 
cas de Fidecaya, que no debieron ser de Fidecaya, 
pero que tenían en el balance, están los efectos. Y 
tenían una manera genial para Msificar los blan- 
ces. Vendían una casa a veinte años, extendían 
las letras con valor final de esos veinte d o s  y la 
valoración en el activo se hacía por el valor no- 
minal de las letras, con lo cual generaban un be- 
neficio, pu-0 que sólo, según el Calculo aproxi- 

mado que hacen los inspectores, por esta periodi- 
ficación de intereses había 600 millones de pese- 
tas en el falso superávit. 

Hay que tener en cuenta el efecto letras, los 
créditos con garantía a las personas que integra- 
ban la familia de Fidecaya; es decir, el grupo de 
hombres que entendían que la manera de tener 
éxito era manipular los ahorros y engañar a los 
españoles, todo esto tolerado por el Gobierno, 
que no podía ignorarlo en absoluto. 

Así llegamos al 28 de marzo de 1980, en que el 
señor Ministro firma una Orden poniendo condi- 
ciones a Fidecaya, en una intervención tenue, 
pero intervención preventiva, aunque no todavía 
con ese nombre, entre ellas el incrementar el ca- 
pital con un 60 por ciento del efectivo. Por una 
vez se iba a lograr - e n  la intención del Gobier- 
no, que no siguió- que los accionistas de Fide- 
caya pagaran algo real. 

Pues bien, los tres meses se pasan, terminan el 
28 de junio. Fidecaya no cumple, en absoluto, y 
el Gobierno en vez de actuar ¿qué hace? Dar otro 
plazo. En un escrito del 1 de julio da una prorro- 
ga, sustituyendo ya la aportación en efectivo por 
la aportación total en especie. Es decir, volviendo 
a caer en la trampa, en el chantaje de los hombres 
de Fidecaya, e ignoro las razones que tuvo el Go- 
bierno para ampliar el plazo y cambiar las condi- 
ciones. El Gobierno continúa dando plazos, el ú1- 
timo el de 28 de mayo de 198 1, y Fidecaya sigue 
actuando, aunque había unas condiciones que el 
Gobierno ponía, una de las cuales era que no po- 
día hacer operaciones hasta que cumpliera estas 
condiciones, pero, por supuesto, siguió anun- 
ciando en la Preny, haciendo operaciones, etcé- 
tera. El Gobierno también pedía, entre otras co- 
sas, que le enviara un balance mensual que, según 
mi información, Fidecaya tampoco cumplió. 

He querido pasar por alto la constitución del 
Consejo de Administración, en el que fue presi- 
dente el señor Al&, el inspector que hizo la ins- 
pección sólida, y en mi opinión bastante bien he- 
cha, del año 1977, porque es uno de los aspectos 
desagradables sobre los que no quiero volver a in- 
sistir. 

Se crea un Consejo de Administración tutelado 
por la Administración en julio de 1980. El Banco 
de España y la Dirección General de Seguros lo- 
gran un Consejo de Administración que intenta 
reordenar, al menos así parece por las cartas de 
felicitación que se dirigieron a sus miembros al 
terminar su tarea. Y se encomien& a una entidad 
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sólida que haga un balance consolidado, que es lo 
que no pudieron hacer los Inspectores de la Di- 
rección General de Seguros, por no ponerse en 
contacto con los Inspectores de la Dirección Ge- 
neral de Tributos; y esta entidad hace el balance 
consolidado. Y en el balance consolidado a 30 de 
julio de 1980 -no tengo la fecha exacta de la fir- 
ma, pero presumo que fue al final del año cuando 
lograron presentarle-, aparece un déficit -sin 
ser rigurosos- de 5.000 milones de pesetas, para 
una empresa que tenía en aquel momento 466 
millones de capital real. Aquí ya el olvido de la 
Ley de Sociedades Anónimas, la Ley de 1955, es 
absoluto, porque ya no se trataba sólo de que se 
hiciera la intervención obligatoriamente cuando 
se pedía el tercio del capital. Pienso que Fidecaya 
nunca ha tenido libre el tercio del capital escritu- 
rado, y, por supuestos, en el año 1980 no era el 
tercio, no era la mitad que impone la disolución, 
según la Ley de Sociedades Anónimas y la Ley de 
1955 que regula estas entidades, sino sencilla- 
mente que Fidecaya estaba en una quiebra y en 
una quiebra culpable, en una quiebra fraudulen- 
ta. 

El Gobierno sigue esperando no sé qué, el 
maná, porque intenta, en la primavera de 1981, 
que se aporten 1.500 millones de pesetas tam- 
bién, por supuesto, en efectivo. El efectivo ya lo 
daban los propios campesinos, emigrantes o los 
ciudadanos españoles sorprendidos por las condi- 
ciones de Fidecaya; éstos aportaban bienes y el 
señor Alfaro, en una operación de lo más deliran- 
te, también amparada por la Administración - 
tampoco quiero juzgar a este señor ni sus alega- 
ciones-, falla, porque tenía que quebrar. Si el se- 
ñor Alfaro hubiera aportado 1.500 millones de 
pesetas en efectivo, Fidecaya seguiría estando en 
quiebra; Fidecaya seguiría actuando especulati- 
vamente; Fidecaya tenía que haber sido disuelta 
por la Administración. Lo único es que, efectiva- 
mente, si hubiera apoqtadox 1.500 millones en 
efectivo, el Gobierno español, el pueblo español, 
se hubiera ahorrado esos 1.500 millones. 

El final de que la abeja reina haya logrado una 
operación genial y que, naturalmente, las abejas 
obreras o los zánganos tengamos que pagar colec- 
tivamente esta operación, es un tema en que no 
entro, porque no puedo, a través de la informa- 
ción verbal del señor Ministro; me harían falta 
los informes y los detalles de esta operación. 

Lo único positivo, lo único, ha sido la garantía 
de puestos de trabajo. Rumasa ha hecho una ope- 

ración extraordinaria; ahora tenemos el proble- 
ma de la valoración. Todos sabemos que el pro- 
blema de un balance no son las cifras, es la valo- 
ración, y ahí están esas 41 sociedades filiales de 
Fidecaya que, presumo estarán todas disueltas, 
porque, además, más de la mitad eran inoperan- 
tes, salvo que tenían un Consejo de Administra- 
ción y generaban gastos, exclusivamente, como la 
dichosa operación de Torremolinos. Ahí, el gran 
conjunto de Fidecaya, en una situación de quie- 
bra, los hombres con la -no digo tutela- tole- 
rancia de la Administración, se gastan en unos 
días de lujo, de auténtico despilfarro, 60 millones 
de pesetas. Y esto en junio de 198 1 .  

Quiero felicitar a Rumasa por la operación. 
Condenar radicalmente a la Administración por 
su conducta a través de los años, y esperar, como 
ciudadanos, que no vuelva a repetirse esta desgra- 
ciada situación provocada por la timidez del Go- 
bierno, la falta de comunicación de un mismo 
Departamento, y por el tema delicado - e n  el que 
no entro porque no tengo información suficien- 
te- de la responsabilidad del Banco de España, 
de la responsabilidad de los grupos bancarios al 
intentar hundir a una entidad, aunque tenía que 
hundirse.inevitablemente, para salvar a una o a 
varias entidades bancarias, pero fundamental- 
mente a una entidad bancaria. 

¿Preguntas al señor Ministro? Ninguna. Ningu- 
na, porque a lo que dijo en el Pleno del Congreso, 
a lo que nos dijo en la anterior sesión informati- 
va, a lo que nos ha dicho hoy, de que es la solu- 
ción mejor posible, yo le respondo que tal vez, 
pero es inaceptable que un Gobierno teniendo el 
instrumento legal, permita eso. El problema de 
Fidecaya, repito, estaba tan podrido por culpa de 
unos especuladores por culpa de unos hombres 
que han tenido una finalidad clara de poder a 
cualquier precio, pero por culpa básica, para mí, 
de la Administración porque que haya sivergüen- 
zas, que haya absentistas, que haya especulado- 
res, que haya hombres que no tengan sentido mo- 
ral de la economía, es algo que es inevitable. 

El señor Ministro señaló -y termino- que la 
Ley de 1955 era obsoleta, y es evidente; la Ley no 
respondía a la situación actual, pero es que esa 
Ley obsoleta estaba en vigor y como no afectaba a 
derechos individuales no quedaba anulada por la 
Constitución, y esa Ley absoleta no se ha cumpli- 
do por la Administración. 

Nada más y muchas gracias. 
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El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 

Tiene la palabra el señor Ministro. 
Granado. 

El señor MINISTRO DE HACIENDA (García 
Añoveros): Señor Presidente, quiero decir que, 
primero, un Gobierno responde políticamente de 
lo que haga en su gestión y no responde, por su- 
puesto, de lo que hagan los Gobiernos anteriores. 
Por tanto, hacer responsable políticamente a este 
Gobierno 4 s t a m o s  en una Cámara legislativa, 
en una Cámara política- de acciones realizadas 
por Gobiernos anteriores que se remontan por lo 
menos hasta el año 1955, según ha expuesto acer- 
tadamente el señor Granado, es una incongruen- 
cia, o, en cualquier caso, un ambigüedad de ma- 
nifestación que no estoy dispuesto a admitir polí- 
ticamente. 

Segundo, el señor Granado tiene esa informa- 
ción a la que se ha referido, y bastante más, que le 
he suministrado yo, el Ministerio de Hacienda. 
Se la he suministrado yo como consecuencia del 
desarrollo de la sesión informativa anterior. Lo 
mismo la tiene el señor Granado que la tiene el 
Fiscal desde hace bastante tiempo -ahora me re- 
feriré a ello-, etcétera. 

Tercero, el señor Granado ha hecho una enu- 
meración de hechos parcial, sesgada, con ánimo 
de sacar una conclusión predeterminada; no ha 
dicho todas las cosas que se han hecho a partir del 
año 1979, no lo ha dicho, y tiene la información. 
No ha dicho, por ejemplo, que en el año 1980 la 
Dirección General de Seguros envió todas las ac- 
tuaciones que entonces se abrían a todos los expe- 
dientes al Fiscal, y esa información la tiene el se- 
ñor Granado. El Fiscal, al cabo de seis meses, las 
envió diciendo que no había lugar a proceder, en 
el año 1980. El señor Granado no ha dicho que 
desde mayo o agosto de este año 1980, no me 
acuerdo exactamente, el Fiscal tiene todas las ac- 
tuaciones. Toda esa documentación y más tiene 
el señor Fiscal, y figura también en la informa- 
ción que y o  le he dado al señor Granado. 

Desde el año 1979 lo que el Gobierno, a través 
del Ministerio de Hacienda y de la Delegación 
General de Seguros, ha intentado una y otra vez 
ha sido no tener que proceder con el Único instru- 
mento que tenía a mano, que era disolver Fide- 
caya; porque la disolución de Fidecaya compor- 
taba males evidentes y, si era posible evitarla, ha- 
bía que intentarlo, ya que entre otras cosas, no 
había ningún tipo de garantía para los depositan- 

tes y,  naturalmente, estos saldrian enormemente 
perjudicados en caso de disolución. 

Los Únicos instrumentos de que disponía, se- 
gún la legislación, la Dirección General de Segu- 
ros, como hice referencia en la sesión anterior, en 
la que se habló de este tema, en relación con una 
entidad como Fidecaya, era la intervención o la 
disolución, y nada más. No tenía posibilidades de 
actuación de ningún otro tipo intermedio: o in- 
tervenía, o disolvía; nada más, una de estas dos 
soluciones. 

Se ha intervenido Fidecaya en varias ocasiones. 
La mera intervención de una entidad de crédito, 
o la noticia de la intervención, que es una medida 
importante, provoca consecuencias negativas, 
porque naturalmente los depositantes se sientes 
presos de un razonable temor; por tanto, tomar la 
decisión de una intervención es grave; no digo ya 
la de una disolución. 

El Gobierno, desde 1979, ha hecho lo siguien- 
te: Inspeccionar Fidecaya; como consecuencia de 
la inspección, requerir a los accionistas, al Conse- 
jo, para que completaran las aportaciones que no 
habían completado y darles algún plazo adicio- 
nal, comprendiendo la dificultad en aportar esas 
cantidades, teniendo que presentar unos planes 
de saneamiento de la entidad; no sólo la mera 
aportación, sino un plan de saneamiento acomo- 
dándose a las condiciones técnicas que tenía que 
reunir Fidecaya. Porque que Fidecaya era absolu- 
tamente inviable es una cuestión que se podrá 
discutir, pero no es totalmente seguro que lo fue- 
ra. La misma forma en que se ha llegado a una so- 
lución final, a través de la Comisión Liquidadora, 
permite pensar que podría no haber sido inviable 
si los accionistas hubieran cumplido con sus obli- 
gaciones y se hubiera hecho un plan adecuado. 

El Gobierno, además de eso, no excediéndose 
de sus competencias propiamente, pero utilizan- 
do un poder de persuasión, consiguió introducir 
en el Consejo de Administración una serie de per- 
sonas que suministraran información viable, cier- 
ta, exacta, sobre cuál era la situación de Fidecaya 
que, con los medios que daba la Ley, no podía te- 
ner la Dirección General de Seguros. Así lo hizo 
y, como consecuencia de esos informes, hubo un 
requerimiento y rechazo de una ampliación de 
capital, que estaba falseada en la valoración de 
los bienes aportados, como sabe el señor Granado 
por la documentación que le he entregado. 
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Esto es lo que ha hecho el Gobierno, y sola- 
mente cuando la situación ha sido absolutamente 
inviable, ha procedido a la disolución, no sin an- 
tes crear unos mecanismos de garantía, aportan- 
do en esa solución el criterio de que debían man- 
tenerse los puestos de trabajo no como condición, 
sino como criterio prioritario, importante o pre- 
ferente; no absolutamente condicionante, a costa 
de cualquier cosa, pero sí como algo que se debía 
tener en cuenta. 

El Gobierno, desde el año 1979, ha actuado 
con diligencia, con seriedad y con eficacia en 
cuanto al resultado final. Y digo con eficacia en 
cuanto al resultado final, porque, al menos, se ha 
conseguido cobertura para un número importan- 
te de personas, pequeños ahorradores, y, además, 
se han mantenido los puestos de trabajo. 

El Gobierno ha actuado con absoluta y total 
claridad. Ha dado, en todo momento, toda la in- 
formación. No tendría el señor Granado esa in- 
formación si no se la hubiéramos dado desde 
aquí, aunque era nuestra obligación dársela, 
puesto que la pidió, y con mucho gusto se la di- 
mos. 

En consecuencia, dada la situación en que se 
encontraba Fidecaya en el año 1979 y dadas las 
circunstancias sobrevenidas, yo estoy convencido 
de que este Gobierno lo ha hecho bien, lo ha he- 
cho lo mejor posible. 

Es cierto que los males de Fidecaya son muy 
anteriores, desde luego. Ahora bien, disolver una 
entidad de crédito, en definitiva, una entidad de 
ahorro (no voy a llamarla de crédito, porque téc- 
nicamente no es una entidad de crédito, sino una 
entidad de ahorro) con un pasivo de 15.000 Ó 
16.000 millones de pesetas, no es una tarea que se 
haga alegremente y sin más. 

Yo ya expuse en esta Comisión que el Gobier- 
no carecía de medios suficientes para el control 
de una entidad de este tipo, muy inferiores por su 
flexibilidad, por sus características, por su inci- 
dencia, a aquéllos de que dispone el Banco de Es- 
paña para el control de los bancos y otras entida- 
des de crédito en los momentos actuales. Muy in- 
feriores - rep i te ,  y no dispuso nunca de ellos. 
Por ello, el Gobierno optó al final por suprimir 
esta especie de entidades, a través del Decreto- 
ley, en una de las partes del Decreto-ley que S. S. 
recordará. 

Es fácil decir que la Dirección General de Se- 
guros podía obtener información adicional - 
digamos- de otros sectores del Ministerio. Pero 

esas sociedades a las que se refiere el señor Cira- 
nado no son entidades que estén ubicadas en un 
sitio determinado, sino que comportan unas me- 
ras referencias que se conocen muy posterior- 
mente y como consecuencia de inspecciones; son 
sociedades de las que se sabe que existen -a lo 
mejor la escritura de constitución- y poco más, 
y cuando los inspectores se dirigen a ellas no en- 
cuentran nada en la mayoría de los casos, porque 
es que no hay nada. Son sociedades creadas dos o 
tres meses antes: que apenas han tenido acceso a 
los registros fiscales; a las que no se puede casi en- 
contrar; aunque, evidentemente, en el plazo de 
uno o dos meses se puede obtener una informa- 
ción total sobre las mismas como la que se obtie- 
ne cuando se mete dentro una Comisión liquida- 
dora; llega toda la documentación y se pone en 
manos de expertos, que pueden ser públicos o 
privados, el análisis de las situaciones concretas. 

Que la legislación era imperfecta ya lo sabemos 
y por eso la hemos modificado; pero, aparte de 
eso, quiero decir que todos estos temas, además, 
fueron discutidos, expuestos en una reunión an- 
terior, y que, como el señor Granado ha indicado, 
el tema que nos traía aquí hoy, voluntariamente y 
por mi decisión y petición a la Comisión, era el 
de los hechos posteriores a la liquidación, los he- 
chos a partir del Decreto-ley, que son aquellos de 
los que he venido a informar y sobre los que el se- 
ñor Granado no ha dicho nada porque dice que 
no tiene información suficiente. Le daremos tam- 
bién toda la información. 

Lo que quiero indicar es qiie en la Administra- 
ción se ha utilizado hasta el máximo la prudencia 
para intentar que la entidad pudiera reflotar, de 
un modo o de otro, con objeto de no producir 
mayores males que, en efecto, se han producido, 
y que, agotado esto, el Gobierno creó, y las Cortes 
aprobaron, la garantía que permitiera hacer lle- 
vadera la disolución para una serie de depositan- 
tes. 

Finalmente, el Gobierno, mediante instruccio- 
nes a la comisión liquidadora, ha conseguido una 
solución, que es, desde luego, en las circunstan- 
cias sobrevenidas, la mejor o la menos mala de las 
posibles. Esto es evidente. Así lo dice el Consejo 
de Estado y así está en el ánimo de todos. 

En consecuencia, rechazo tajantemente las 
acusaciones -por llamarles de algún mod- po- 
líticas del señor Granado y me reitero en lo que 
he dicho anteriormente. Se está procediendo a la 
liquidación de una manera ordenada; se ha pro- 
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cedido a la liquidación salvando todo lo que se 
podía salvar, porque, naturalmente, lo que nadie 
podía esperar era el milagro de que en una enti- 
dad donde se habían acumulado pérdidas eviden- 
tes por incumplimiento, por parte de los accio- 
nistas, de una serie de obligaciones (a cuyo cum- 
plimiento reiteradamente se les había llamado), 
se transformasen éstos en no pérdida simplemen- 
te por un hecho milagroso que no se puede pro- 
ducir. 

De acuerdo con el balance, tal como se ha co- 
nocido, parece que había una situación de quie- 
bra en Fidecaya; que la quiebra se produjera, es 
un tema de Derecho privado y no de Derecho pú- 
blico; nosotros podíamos disolver Fidecaya, pero 
no instar a su quiebra o no quiebra, ese es un 
tema diferente. Si se recomponía la sociedad PO- 
día ser evitada, y no pudo serlo, no se evitó - 
repit- porque los accionistas no cumplieron las 
obligaciones de aportación y el establecimiento 
de un plan de saneamiento. 

Quiero decir que si simplemente por el hecho 
de recibir un dinero para pagar a unos acreedores 
unas entidades de crédito absorben puestos de 
trabajo, que implican un costo adicional, y por 
ese mismo hecho, asumiendo el activo y el pasi- 
vo, una entidad puede desarrollar la liquidación 
-0 desarrollar Fidecaya- como estime conve- 
niente, deteniendo su actividad -porque Fide- 
caya como tal ya no actuaba, ya no podía captar 
pasivo desde que fue intervenida-, si esto es así, 
para mí cabe la sospecha de que podría haberse 
obtenido una solución distinta, que no se obtuvo. 
Bien, no se obtuvo y se adoptó la solución drásti- 
ca final. Este Gobierno lo que hizo fue adoptar la 
decisión drástica final, porque otros muchos no 
lo habían hecho en su momento; pero el hecho de 
que nosotros lo hayamos tenido que hacer en las 
condiciones que aquí ya he indicado, salvando lo 
salvable, previa a una acción de dos años, con de- 
signación de Consejo de Administración, con co- 
nocimiento del Fiscal de lo actuado en todo mo- 
mento por los aspectos penales que pudiera haber 
en el asunto (no sé si los hay o no íos hay, eso los 
Jueces y los Tribunales lo dirán) no quiere decir 
que no se haya hecno bien. Creo que el Gobierno 
ha actuado correctamente, yo en ello me ratifico. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el se- 
ñor Granado. 

El señor GRANADO BOMBIN: Señor Presi- 

dente, de una manera muy breve quiero contestar 
a las observaciones del señor Ministro. 

No ha habido sesgamiento por mi parte, no he 
ocultado ninguno de los hechos que afectaban al 
campo que estamos aquí discutiendo. El hecho de 
que el Gobierno -lo omití- enviara al Fiscal las 
actuaciones no exime a la Administración de su 
responsabilidad, y yo juzgo a la Administración, 
dejo de lado el problema penal. 

Se dice que no había medios; sí los había. El 
Fondo General de Garantía de Depósitos se creó 
en 1977, entonces había medios. Y había medios 
internos para conocer lo de las sociedades, por- 
que el señor ministro, parece ignorar (y yo sé que 
no lo ignora, podría darme lecciones en este cam- 
po) que hay un Registro de Sociedades y que si 
una sociedad está en el Registro con 25 millones 
de capital y Fidecaya posee 25 millones de esa so- 
ciedad, evidentemente tiene el cien por cien. Por 
tanto, la posibilidad de investigar sobre las cua- 
renta sociedades que figuran como participantes 
en Fidecaya era sencillísima. Como me señalaba 
el compañero Enrique Barón, es una tarea de una 
mañana. 

Que el Decreto-ley, como consecuencia del 
primer punto, podía haberse hecho antes, tal vez 
ahí rectifico mi juicio. Posiblemente fuera viable 
Fidecaya, porque su capital humano era extraor- 
dinario. La confianza que habían sabido inspirar 
ellos a la firma Fidecaya era extraordinaria, repi- 
to. Con otros hombres totalmente distintos de los 
que ha poseído Fidecaya en los veintiocho años 
de su vida, tal vez habría podido ser viable. Por- 
que el capital que se ha incorporado Rumasa, el 
capital humano, ese valor inmaterial que nadie 
puede reflejar, es extraordinario. Una interven- 
ción destinada, con la prolongación que fuera ne- 
cesaria, a barrer de Fidecaya a todos los hombres 
que la había dirigido en el pasado y en el momen- 
to de la disolución, tal vez hubiera podido ser Útil 
para el Tesoro, y haberla convertido, incluso, en 
entidad pública, que no hubiera supuesto en ab- 
soluto mayor coste, sino al revés, mucho menos, 
hubiera podido ser una solución, pero no entro 
en el tema. 

El problema en el momento final; la quiebra de 
Fidecaya. Pero, señor Ministro, 5.000 millones 
de pesetas no ser pierden en una semana. El pro- 
ceso de pérdida de Fidecaya venía arrastrándose 
antes y, ya digo, fue señalado, si no de una mane- 
ra muy detallada, sí claramente en la inspección 
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de 1977, cuando la acusación básica era la de la 
especulación como norma de conducta. 

Es decir, el juego era claro: ingresos en efectivo, 
inversiones valoradas abusivamente en casi todos 
los casos a través de un círculo de sociedades; es 
decir, el poder de los hombres de Fidecaya de ma- 
nejar 16.000 millones para aventuradas operacio- 
nes. Y esto el Gobierno lo sabía y lo toleró. Así 
pues, yo mantengo mi juicio sobre el problema, 
desde un punto de vista exclusivamente técnico, 
que tiene efectos políticos, porque es un Gobier- 
no, es un Órgano del Gobierno el que lo ha tolera- 
do, pero cualquier contable mediano que hubiera 
visto un balance de Fidecaya (y no me refiero al 
de 1980, al de 1981 ni al de 1979), del año 1975, 
que es el primer balance que he podido estudiar, 
habría comprobado que era ya claramente falso, 
que estaba denunciando la situación y exigiendo 
la intervención del Estado. 
Yo, señor Ministro, no quiero repetir la frase 

aquella que ya se ha repetido demasiado en esta 
Comisión sobre las buenas intenciones y el infier- 
no, pero es que no quiero saber, en absoluto, de 
buenas intenciones; quiero actuaciones positivas, 
efectivas, reales y justas de la Administración, y 
en este caso, señor Ministro, tendrían que reco- 
nocer, dejando de lado las buenas o malas inten- 
ciones -yo las supongo siempre buenas- que 
han actuado desacertadamente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el se- 
ñor Montserrat. 

El señor MONTSERRAT SOLE: Muy breve- 
mente, señor Ministro, para explicar que, efecti- 
vamente, el tema de Fidecaya, desde el punto de 
vista de la solución concreta del ahorro y del pe- 
sonal, seguramente está en buenas vías en este 
momento, y de ello nos felicitamos, y recordamos 
aquí que nosotros pedimos la tramitación del De- 
creto-ley como proyecto de Ley precisamente 
para poder profundizar en el tema, para poder 
ampliar el riesgo cubierto y para insistir en todo 
el problema de los puestos de trabajo. Esto nos 
lleva a pedir que se cumplan a fondo todos los 
acuerdos de que Rumasa devuelva el dinero com- 
pletamente, etcétera. 

Creo que hay un tema que no ha salido refleja- 
do, que evidentemente es un problema del Fiscal, 
pero nos gustaría tener una información mucho 
más precisa de la situación jurídica de ¡os impli- 
cados en este moment-Y se la pedimos al señor 

Ministro aunque no sea exactamente materia de 
su Departamento, porque creo que puede esclare- 
cer bastante todo el tema. 

El tema de Fidecaya es una cuestión sobre la 
que, efectivamente, tiene mucha razón el señor 
Ministro al señalar que se remonta a la corrup- 
ción generada por el franquismo, a toda la situa- 
ción de corrupción en la que la Administración y 
toda una serie de sectores incurrieron durante 
aquella epoca. Es decir, sólo hay que recordar la 
misma figura de Julio Muñoz Ramoné al princi- 
pio de todo el tema, sus vinculaciones, etcétera. 

Yo creo que ahora también es preciso depurar 
al máximo todas las responsabilidades alrededor 
de este tema, y que, por ejemplo, es inevitable ha- 
blar de que Alfaro estaba en los momentos inme- 
diatamente anteriores intentando gestionar una 
construcción de una línea aérea; es decir, hay que 
depurar todos los asuntos y aclarar al máximo 
todo el problema, porque la democracia no puede 
coexistir con una situación de corrupción, aun- 
que esta corrupción sea heredada del pasado. 

Pero, además, yo creo que hay otros proble- 
mas. Existe un aspecto específico del campo an- 
daluz, de las ciudades andaluzas, del subdesarro- 
llo, que ha venido a facilitar que se creara una si- 
tuación como la de Fidecaya. Existen, además, 
las mismas expectativas creadas por la inflación; 
por tanto, hay una responsabilidad política, eco- 
nómica en general con respecto a los problemas 
de la inflación, a los problemas de la ordenación 
del sector financiero. Hay una situación, conoci- 
da por todos, de una gran banca que hace y des- 
hace en el mercado financiero y que en un mo- 
mento determinado ha podido generar esa situa- 
ción en que una gente que inspiraba confianza, 
porque estaban cerca de la población, podía en- 
contrar una vía para un negocio como Fidecaya, 
que es lo que se está tratando aquí. 

Yo creo que esto merece una clarificación al 
máximo y unas consideraciones que escapan de 
lo que es exactamente el proceso de Fidecaya, 
para plantear el tema en términos mucho más ge- 
nerales. Pero creo también que la cuestión de la 
liquidación de Fidecaya tiene que hacerse con la 
máxima transparencia con respecto a la informa- 
ción. Yo no creo que la quiebra fuese totalmente 
evitable, tras la información de que en este mo- 
mento disponemos, porque el acuerdo con Ru- 
masa plantea unas cifras que (quizá después el se- 
ñor Tamames dará un cálculo más preciso) de- 
muestran que seguramente la situación de quie- 
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bra era prácticamente inevitable, pero, en todo 
caso, el acuerdo a que ha llegado la Administra- 
ción no salva el conjunto de los intereses públicos 
en todo este tema, con independencia de las co- 
berturas legales que pueda haber con respecto a 
esta cuestión. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el se- 
ñor Tamames. 

El señor TAMAMES GOMEZ: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Yo quería incidir en uno de los aspectos más 
recientes de todo el tema: el acuerdo de la comi- 
sión liquidadora para pasar este asunto a Ruma- 
sa, con las condiciones que ha destacado, en par- 
te, el señor Ministro, porque necesitaríamos ver 
el cuadro de amortizaciones crecientes de ese cré- 
dito, por así decirlo, de veinte años, con cuatro 
años de plazo de gracia. A mí me preocupa que 
estas operaciones puedan sentar un precedente, 
señor Ministro, porque esta ha sido una opera- 
ción totalmente atípica. Fíjese que sin tener in- 
formación sobre las amortizaciones crecientes a 
las que usted se ha referido, si hacemos una hipó- 
tesis de trabajo de cantidades iguales a partir del 
quinto año, tenemos en cuenta la erosión mone- 
taria y calculamos una tasa de inflación del 10 
por ciento anual - q u e  estamos todavía muy lejos 
de haber alcanzado, y que hoy firmaría todo el 
Gobierno en pleno como una tasa muy acepta- 
ble-, el resultado es que, a partir del quinto año, 
se empezarían a pagar cantidades que, en vez de 
ser la dieciseisava parte de los 14.927 millones, 
en pesetas de 1982; 932, con la erosión monetaria 
y sin intereses, se estarían pagando 6 12; el sexto 
año, 573, y así sucesivamente; el año número 16, 
correspondiente al año vigésimo de toda la tabla, 
comprendiendo los cuatro años de gracia, se esta- 
rían pagando por Rumasa, en vez de 932,93 mi- 
llones de pesetas de 1982,209 millones de pese- 
tas. 

En resumen, que en pesetas de 1982, con estas 
hip5tesis de trabajo, que seguramente minimizan 
mucho porque habría que ver la serie de amorti- 
zaciones crecientes, la entidad que se ha hecho 
cargo del tema, a través del convenio, va a devol- 
ver al Tesoro público 4.7 17,46 millones, en vez 
de 14.927 millones de pesetasde 1982; es decir, el 
31,6 por ciento, con lo cual hay, calitiquenlo 
como quieran o pónganle el nombre que quieran, 
un regalo, concesión o precio político por la ope- 

ración, por el coste de la gestión, por lo que se en- 
tiende que es resolver un problema en varias se- 
manas en vez de tenerlo empantanado con una 
Administración burocrática con escasa capacidad 
de gestión, de 10.210 millones de pesetas de 
1982, sin contar los intereses que habría que ha- 
ber computado igualmente. 

A mí no me parece bien que esta operación se 
califique como lo menos mala posible; puede ha- 
berla mucho peor, desde luego, si en vez de veinte 
años ponen veinticinco y en vez de tasas crecien- 
tes se hiciese de forma que a lo mejor se estuviera 
pagando en los dos Últimos años, en lugar de un 5 
por ciento que correspondería por la matemática 
de los veinte años, un 8, un 10 o un 12 por ciento, 
sena mucho peor, evidentemente: ahora bien, 
como precedente, es una operación verdadera- 
mente impresentable. Darle a una entidad 10.2 10 
millones de pesetas en estas condiciones es dar 
una especie de crédito sin intereses, unas amorti- 
zaciones que ya se nos habían olvidado, que no 
han existido apenas ni para cédulas para inversio- 
nes en los últimos años, y el resultado es muy cri- 
ticable. 

No creo que se hayan explorado las posibilida- 
des de solución suficientemente; ha sido una ope- 
ración decidida sobre la marcha, con prisas para 
ventilar el asunto antes de que el tema electoral y 
otros problemas puedan acumularse sobre éste. 
Lo digo sin ninguna acritud, señor Ministro, y ya 
sé que los problemas de gobierno son muy senos, 
pero precisamente porque son muy serios tene- 
mos la obligación de contribuir a esclarecer y 
analizar algunos aspectos y hacerlos un poco más 
transparentes, porque realmente usted no nos ha 
explicado cuál ha sido el fondo de ese acuerdo de 
la comisión liquidadora, y uno de los aspectos del 
fondo del acuerdo con la comisión liquidadora es 
este. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el se- 
ñor Solchaga. 

El señor SOLCHAGA CATALAN: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, señor Mi- 
nistro, yo no tenía intención de intervenir en este 
debate, porque a pesar de la mucha documenta- 
ción que amablemente nos ha proporcionado el 
señor Ministro de Hacienda, cumpliendo en esto 
con su deber, yo no he podido seguir este tema 
por la división normal de funciones dentro de un 
Gnipo. 
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Me mueven a hacerlo algunas de las matizacio- 
nes que el señor Ministro de Hacienda ha intro- 
ducido al contestar a mi compañero del Grupo 
Socialista del Congreso, Esteban Granado. Por- 
que dice el señor Ministro que su Gobierno, o él 
personalmente, no he entendido muy bien a 
quién se refería, no puede hacerse responsable de 
cosas que vienen desde el pasado. Esto es, por lo 
menos, un argumento políticamente dudoso. No 
puede hacerse responsable de los actos políticos o 
administrativos del pasado, pero tan pronto 
como herede una situación sí se debe hacer res- 
ponsable de solucionarla, y en especial si en esa 
situación concurren tantos actos y circunstancias 
que van en contra de las Leyes vigentes y que 
obligan a la Administración y al Gobierno del Es- 
tado a actuar; se debe hacer absolutamente res- 
ponsable de lo que pueda pasar a partir de ahí. 

Entiendo, no obstante, señor Ministro, que en 
el tratamiento de estos temas financieros que 
afectan a tantas personas y que tienen un carácter 
escandaloso, en la medida en la que estallan, es 
preciso actuar con prudencia, y a veces se toma el 
riesgo político de no actuar exclusivamente de 
acuerdo con la legalidad, no despreciándola, sino 
tratando de encontrar una solución que algunos, 
a veces maliciosamente, llaman «echar tierra al 
asunto», pero que otras veces sencillamente se 
trata, yo creo que con buena fe, de resolverlo an- 
tes de que el propio estallido de la situación pro- 
voque más males que bienes. Pero cuando al final 
se fracasa, cuando al final, después de haber se- 
guido esta trayectoria se fracasa y sale a la super- 
ficie que el Gobierno no ha cumplido con todos 
sus deberes jurídicos y políticos, lo que no se pue- 
de es presentarse ante la opinión pública o ante la 
Cámara como víctima de la situación. Uno no es 
sino culpable en parte; uno ha tomado un riesgo, 
ese riesgo ha resultado demasiado elevado o mal 
medido y, al final, eso tiene un coste político, en 
parte en forma electoral y de otras muchas mane- 
ras, que con frecuencia, por razones que desco- 
nozco, los Gobiernos de UCD olvidan.Este es- 
cándalo, como el escándalo de la colza, y como 
otros muchos que ha habido, y otros muchos que 
por desgracia me temo que habrá, los considera el 
Gobierno y sus componentes como hechos de la 
Naturaleza, como tempestades que a ellos les co- 
gen debajo y de las que son víctimas y nunca 
como hechos en los cuales ellos son responsables. 

A mí me parece, señor Ministro de Hacienda, 
que usted no puede venir aquí diciendo simple- 

mente que su Gobierno se.ha visto abocado, por 
fin, a acometer la liquidación. Su Gobierno está 
abocado a hacerlo desde el primer día si cumplía 
la Ley; si no lo hizo, tomó su riesgo, y su Gobier- 
no lo que debía haber hecho era haber asumido el 
coste político del fracaso en su política en rela- 
ción con Fidecaya, como en relación con el aceite 
de colza, como en relación con otros muchos te- 
mas. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El Señor Gasóliba tie- 
ne la palabra. 

El señor GASOLIBA 1 BOHM: Señor Presi- 
dente, señorías, yo desearía preguntar al señor 
Ministro si me pudiese aclarar un tema que ha 
surgido a raíz de la información que ha dado, y es 
el del proceso de selección de las entidades finan- 
cieras que han llegado a la negociación para ha- 
cerse cargo de todo o de parte de los activos de Fi- 
decaya, incluido el tema importante y que creo 
que ha sido una salida pasiva, del personal. Ha 
mencionado que había una serie de Cajas de 
Ahorro que se habían dirigido para, parcialmente 
o totalmente, estar en la posibilidad de hacerse 
cargo de una serie de activos de Fidecaya; tam- 
bién ha dicho que ha habido unas negociaciones 
y unas propuestas a dos bancos de ámbito estatal, 
y finalmente las conversaciones con el grupo Ru- 
masa que se han canalizado, o se canalizarán, a 
través de unas entidades financieras o bancarias 
diferentes de las que se tenía pensado al princi- 
pio. 

Yo no sé si esta actuación se producirá en base 
a una información previa dada por el Ministerio 
de Hacienda a todas las instituciones financieras; 
si se ha realizado utilizando un proceso, es decir, 
como si el propio Ministerio de Hacienda o la co- 
misión liquidadora, estuviesen actuando como 
un ente privado dentro del mercado financiero. 
Es decir, así como respecto a determinadas enaje- 
naciones bursátiles se han de hacer ofertas públi- 
cas de compra y es conocida la oferta y las condi- 
Eiones, quem'a saber en qué condiciones, o en 
qué marco y qué tipo de propuestas se habían 
realizado al conjunto de las instituciones finan- 
:¡eras, y por qué, por ejemplo, al final se había 
llegado a una oferta, concretamente a dos bancos 
iacionales, y a la de la Confederación de la Caja 
ie Ahorros, por otra parte, como alternativa po- 
iible a la oferta del Grupo Rumasa. 
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El señor PRESIDENTE El señor Ministro tie- 
ne la palabra. 

El señor MINISTRO DE HACIENDA (García 
Añoveros): Señor Presidente, empezaré por el fi- 
nal. 

Ya lo he explicado. La comisión liquidadora, 
de acuerdo con la Ley, tiene facultades para liqui- 
dar, llegando o no llegando a acuerdo -lo dice 
expresamente el Decreto-ley-, en la forma que 
estime conveniente. Tiene que ser aprobada la li- 
quidación por el Ministerio o por el Gobierno, en 
su caso, pero tiene que actuar liquidando. Pudo 
elegir la propuesta o la foímula de decir: voy a li- 
quidar, de acuerdo con las facultades, simple- 
mente liquidar; voy a enajenar los activos, pagar 
el pasivo, lo que pago por la garantía está pagado 
por la garantía; el Estado se subroga en los dere- 
chos de los acreedores garantizados por el Estado, 
y es un acreedor entonces en la liquidación final 
de la sociedad. Es una de las vías posibles. 

La otra, u otras vías posibles, o la otra técnica, 
era la de llegar a acuerdos globales, más o menos 
parcializados, idealmente un acuerdo global total 
desde el punto de vista más claro, más sencillo 
simplemente, con objeto de conseguir que, sin 
que se perjudicaran los derechos del Tesoro, se 
obtuvieran unas soluciones paralelas convenien- 
tes, fundamentalmente en materia de personal. 

Entonces, eligió esta segunda vía, precisamente 
por la preocupación de mantener los puestos de 
trabajo, siempre que no se perjudicaran con ello 
los derechos del Tesoro, los derechos del Estado. 

La primera oferta global, lo he dicho antes, lo 
he dicho expresamente, se hizo por la comisión 
liquidadora a la Caja Postal de Ahorros, que es 
una entidad pública, está extendida en todo el te- 
mtorio nacional, y parece que podía tener posibi- 
lidades por su propia estructura de afrontar el 
tema. Ugicamente había que elegir entidades o 
grupos de entidades que tuvieran todo el espectro 
territorial de España, de alguna manera, porque 
de lo contrario no se resolvería todo el problema. 
Lo mismo que hubo la Caja Postal de Ahorros, 

hubo una oferta por la Comisión liquidadora a la 
Asociación de Banca, como representante de to- 
dos los bancos, para que la distribuyera entre sus 
asociados, que son todos los bancos españoles, y a 
la confederación de Cajas de Ahorro, donde es- 
tán todas las Cajas de Ahorro. 
De manera que se fue al meollo de las institu- 

ciones financieras, a partir de cuyos centros que 

se podían buscar las soluciones parciales, totales, 
etcétera, que correspondieran. 

Esto no dio resultado, no les interesó ni entrar 
en ello. Es decir, la Sociedad de Banca no quiso ni 
entrar, no quiso ni estudiar, el asunto inicialmen- 
te, porque no les interesaba, ni se habló de condi- 
ciones, ni de precios, ni de nada. No se habló de 
nada porque no quisieron entrar, simplemente. 

Yendo al conjunto de los bancos y al conjunto 
de las Cajas creo que se fue a todos los sitios a los 
que se podía ir, y específicamente además, repito, 
a la Caja Postal. 

A la vista de esto se empezaron relaciones con 
entidades concretas que sí manifestaban un inte- 
rés y una disponibilidad para llegar a soluciones 
en sus zonas respectivas. 

La solución global, que ya no era global, sino 
que era parcial desde el punto de vista del pago y 
del mantenimiento de los puestos de trabajo, pero 
que podía ser global todavía en cuanto a las ope- 
raciones de liquidación, en cuanto a la solución 
por alguien de todo el activo y todo el pasivo, en 
cuyo pasivo están, naturalmente, los derechos del 
Estado por la subrogación que se hace como con- 
secuencia del pago de las garantías establecidas 
por el Decreto-ley, inicialmente son conversacio- 
nes normales y hubo una iniciativa; después de 
estas ofertas globales y su fracaso hubo conversa- 
ciones parciales, que es lo que podía hacer la co- 
misión liquidadora dentro de su línea de actua- 
ción. Entonces hubo una iniciativa de una enti- 
dad, ya lo he dicho, la Caja de Ahorros de Catalu- 
ña, que hizo una propuesta concreta por escrito 
de unas condiciones, condiciones que yo no pue- 
do entrar ahora en el análisis, si doy una califica- 
ción se la crerán o no se la crearán, pero como 
toda la documentación es perfectamente transpa- 
rente y de toda la documenación pueden dispo- 
ner los señores Diputados, no tengo inconvenien- 
te en decir que, en mi opinión, las condiciones 
que daba la Caja de Cataluña hubieran sido lige- 
ramente peores en el resultado final que las con- 
diciones que se han venido a acordar al final. 
Pero eso también requiere mucho análisis y mu- 
cha valoración de las formas de pago, etecétera. 
Esta no resultó, porque uno de los requisitos que 
exigía la Caja de Ahorros de Cataluña, era que se 
le diera expansión en todos los lugares, o en los 
que ella estimara conveniente fuera de su zona 
normal de actuación, y la Confederación de Cajas 
no toleró este, por tanto no fue viable. 

Después hubo contactos directos con otro gru- 

- 16- 



PO que podía afrontar el tema, y que no era real- 
mente un banco en sí, aunque es un «pool~ de 
bancos en un cierto aspecto, que era el grupo Ru- 
masa. Estos contactos no sé yo en este momento, 
no lo puedo decir porque no estoy en la comisión 
liquidadora, de quién fue la iniciativa de la pri- 
mera llamada de teléfono, o si hubo un interme- 
diario o alguien lo dijo; estas cosas no se pueden 
decir. Fue el grupo Rumasa, y es la Única, no diré 
la Única, podía haber venido otra entidad de segu- 
ros, por ejemplo, no lo sé; si le hubiera interesado 
podía haber venido: se iniciaron las conversacio- 
nes con ella y se llegó a un acuerdo. Antes de 
aprobar ese acuerdo, nuevamente, a través de la 
Asociación de Banca, entraron en conocimiento 
del asunto, sabiendo ya donde estaban los térmi- 
nos de la negociación, dos bancos en concreto, 
pero fue sin exclusión de ninguno; y también en 
este momento con la Confederación de Cajas 
nuevamente. La Confederación de Cajas sé que 
mantuvo contactos con algunas Cajas importan- 
tes que podían servir de base de la solución glo- 
bal, por ejemplo sé qe entró en contacto con la 
Caja de Ahorros de Pensiones nuevamente, y en- 
tró en contacto con la Caja de Ahorros de Ma- 
drid, y creo que con la Caja de Zaragoza, Aragón 
y Rioja, que son Cajas importantes, pero eso es 
un tema de la Confederación, no es un tema nues- 
tro. 
De manera, que otras entidades de crédito han 

tenido posibilidad de entrar en esta operación en 
circunstancias o en condiciones parecidas a aqué- 
llas en que ha entrado Rumasa y no lo hicieron. 
Esto por lo que se refiere a la pregunta del señor 
Gasóliba. No se trata de ofertas públicas en el Bo- 
letín Oficial porque, naturalmente, eso quita toda 
agilidad, pero sí tenemos la tranquilidad de que 
se ha hecho la oferta al conjunto de entidades que 
podían afrontar seriamente el problema. No tenía 
sentido otro tipo de actuaciones y esto está sufi- 
cientemente documentado. 

En cuanto a la intervención del señor Solchaga 
tengo que decirle que este Gobierno - e s t e  y el 
anterior, desde el punto de vista constitucional el 
Gobierno elegido a partir de la designación del 
actual Presidente del Gobierno y el Gobierno de- 
signado después de las elecciones de 1979- ha 
cumplido todos sus deberes jurídicos en relación 
con el asunto de Fidecaya; ha cumplido todos sus 
deberes jurídicos con la flexibilidad que permiten 
las Leyes y con las limitaciones que establecen 
esas mismas Leyes a las que me he referido en nu- 

merosas ocasiones, y no comparto la opinión del 
señor Solchaga de que no ha cumplido esos debe- 
res jurídicos; los ha cumplido. Hemos resuelto 
una situación en la forma en que ha podido ser 
solucionada y eso no es un fracaso, eso es un 
acierto. Lo hemos resuelto con claridad, lo hemos 
resuelto con información, hemos dado y estamos 
dando toda la información y lo hemos resuelto 
sin cubrir a nadie sus posibles responsabilidades 
penales desde ningún punto de vista, puesto que 
el Fiscal ha tenido conocimiento de todo ello. 

En consecuencia, yo creo que la actuación del 
Gobierno en este punto ha sido una actuación co- 
rrecta y, en definitiva, el resultado ha sido afron- 
tar un problema que no había sido afrontado du- 
rante decenios, y ésta es la realidad. Evidente- 
mente como éste habrá otros problemas en diver- 
sos órdenes. Pero si por resolver un problema se 
va a decir que el Gobierno ha actuado mal, ¿qué 
pasaría si no lo hubiera resuelto? Se diría que ha- 
bía actuado peor. El problema ha sido resuelto y 
ha sido resuelto de una manera correcta en cuan- 
to que se han asegurado dos aspectos importantes 
que no garantizaba la legislación anterior: los de- 
rechos o las expectativas de los depositantes, es- 
pecialmente de los depositantes de menos cuantía 
y los derechos de los trabajadores. 

Por tanto, creo que es una solución correcta y 
de la que yo, naturalmente, no me siento aver- 
gonzado ni mucho menos, sino muy al contrario. 
Cuando se resuelve un asunto malo -y hemos 
hecho una operación y hemos colocado un crédi- 
to de 400 millones de dólares con un tipo de inte- 
rés que es el mejor del mercado mundial- de la 
manera correcta, en las mejores condiciones posi- 
bles para el Tesoro -y ahora entraré en es-, se 
ha resuelto bien. Por tanto, ni se trata de echar las 
campanas al vuelo, cosa que no pretendo, ni tam- 
poco se trata de descalificaciones globales que no 
comparto; tengo que aceptarlas, porque para eso 
estamos en un régimen parlamentario, pero no 
las comparto. 

El cálculo que ha hecho el señor Tamames no 
es exacto, cosa lógica, porque el señor Tamames 
no tiene todos los datos del problema y los ten- 
drá. Pero si quiero decirle lo siguiente: el informe 
de la Intervención que figura en el expediente 
dice -y así lo señala posteriormente el Consejo 
de Estado y yo me amparo en esos argumentos de 
autoridad- que la solución de liquidación por el 
procedimiento tradicional de enajenar los activos 
y pagar a los acreedores lo que hubiera. no habría 
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sido de mejor resultado económico para el Teso- 
ro; hubiera sido de igual o peor resultado para el 
Tesoro. En consecuencia, desde ese punto de vis- 
ta estoy perfectamente tranquilo. Lo que no pue- 
de ser es que si hay allí acumuladas unas pérdi- 
das, que además en proceso de liquidación se au- 
mentan, si hay unas sobrevaloraciones de activos, 
etcétera -y posteriormente me referiré a ello en 
contestación a lo que el señor Granado ha dicho 
en su segunda intervención-, lo que no puede 
ser es que la entidad que participa en la operación 
vaya a asumir unas pérdidas de siete mil, ocho 
mil millones de pesetas -no son diez mil millo- 
nes, es menor- pero pueden ser siete u ocho mil 
millones que, realizados bien los cálculos que ha- 
cía el señor Tamames, pueden dar lugar con una 
actualización de los valores que se van a percibir 
por el Tesoro. Pero el Estado, desde el momento 
en que aseguró una garantía y esa garantía se apli- 
caba a unos depositantes que eran clientes de una 
sociedad, que por un procedimiento o por otro 
había acumulado o iba a acumular esas pérdidas, 
lo había perdido desde el momento en que apro- 
bamos el Decreto-ley, y lo que se ha hecho ha 
sido procurar que la pérdida fuera la menor posi- 
ble y la pérdida es la menor posible, porque ya 
me cuidé muy bien de tener un informe financie- 
ro y un informe jurídico antes de resolver, y yo lo 
he resuelto de acuerdo con dichos informes. Y si 
la Intervención me hubiera dicho que esa solu- 
ción era peor, que notoriamente, en la medida en 
que se puede apreciar una cosa así, era peor desde 
el punto de vista de los intereses del Tesoro que la 
solución de la liquidación, seguramente hubiéra- 
mos tenido que optar por la solución de la liqui- 
dación, a pesar de la pérdida de los puestos de tra- 
bajo, y es una garantía de que la solución es la co- 
rrecta. Yo no sé si será un buen o mal negocio 
para la otra parte contratante, para el grupo Ru- 
masa; ellos lo sabrán, pero es un negocio que to- 
dos han tenido en sus manos y en el que nadie ha 
querido entrar o, mejor dicho, tan sólo ha habido 
otra entidad que ha querido entrar en esa opera- 
ción. Otras lo han considerado y no han decidido 
entrar ni siquiera en esas condiciones. No creo yo 
que haya una convivencia entre los grupos Ru- 
masa, todos los bancos españoles y todas las Cajas 
de Ahorro para imponerle al Estado por vía indi- 
recta unas condiciones onerosas. 

Este es el mercado en el que nos movemos y el 
mercado ha dado ese resultado. Por tanto, estoy 
perfectamente tranquilo y con todos los informes 

que avalan el resultado de la operación. La ope- 
ración será muy buena, pero entonces las mejores 
mentes de este país no la han querido ver. Por 
consiguiente, no sé si será tan buena; yo no lo sé. 
Ese es un tema que les incumbe a ellos, no a mí. 
Depende de quien haga las operaciones. Sabe el 
señor Tamames que hasta con el mismo contrato 
para unos puede ser buena y para otros mala, de- 
pende de lo que luego sepa hacer con los instru- 
mentos que tiene en su mano y esto es lo que 
pasa, en general, con todas las empresas. 
Yo me felicito de que el señor Montserrat se fe- 

licite de que por lo menos se han salvado las si- 
tuaciones de los ahorradores en el conjunto de las 
actuaciones que, además, quedan el cien por cien 
garantizados con esta operación, no sólo con la 
garantía del Decreto-ley, ya que el compromiso 
es de pagar el cien por cien a todos los depositan- 
tes y no sólo el importe garantizado por el Estado 
y, por supuesto, de los trabajadores. 

En cuanto a la situación jurídica de los impli- 
cados ya he apuntado al señor Montserrat que yo 
a eso no puedo responder, porque no es que no 
sea de la esfera de la competencia de este Ministe- 
rio, es que no es de la esfera de la competencia del 
Gobierno. Y puesto que hay unos fiscales y unos 
jueces, hay unas querellas que están en marcha y 
hay una persona que está en prisión y otra que no 
lo esta, pero que en este momento yo no sé si es- 
tán procesados o no y ahí no hay limitación nin- 
guna desde el punto de vista de la información 
que nosotros hemos suministrado por iniciativa 
propia y no a requerimiento del fiscal, sino por 
iniciativa propia, cumpliendo nuestra obligación, 
tampoco haciendo ningún acto heroico, sino 
cumpliendo con nuestra obligación, yo me remi- 
to a los jueces y a los Tribunales, no puedo decir 
otra cosa. Toda la documentación está en su po- 
dere y toda la información y las colaboraciones 
que nos soliciten desde el punto de vista técnico. 
Por tanto, no tengo nada más que decir sobre 
esto. 

En cuanto a lo que ha señalado el señor Grana- 
do, claro que se pudo convertir esta entidad en 
una entidad pública, pero ahí hay cuestiones más 
delicadas. Eso que puede parecer una buena solu- 
ción y al señor Granado a lo mejor se lo parece, 
eso ¿qué quema significar? ¿Que íbamos a prose- 
guir en el proceso, que parecía inacabable, de na- 
cionalizar pérdidas? LIbamos a crear una cobertu- 
ra semejante en un proccso de nacionalización 
para todas las estidades, no ya de capitalización 
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como éstas donde precisamente la única impor- 
tante es ésta, sino a las entidades de crédito de que 
tuvieran esa tranquilidad de que el asunto va muy 
mal, ya se nacionalizará y aquí ni querellas, ni 
fiscales, ni nada? Eso, desde luego, no está dentro 
de mi criterio aunque es una cuestión discutible. 
En cualquier caso, le digo Claramente que nunca 
pensamos en nacionalizar Fidecaya y que si se 
volviera a plantear el tema, yo opinaría que no se 
debería nacionalizar Fidecaya, porque creo que 
sería un mal precedente dentro del sistema finan- 
ciero español; un mal precedente en cuanto a las 
causas y al mecanismo, y no entro en otros análi- 
sis desde otro punto de vista sobre política de na- 
cionalizaciones que no son del caso respecto de 
los cuales mi criterio, aunque no es necesario que 
lo explique aquí, supongo que lo conoce también 
el señor Granado y todos los Diputados que están 
en esta Comisión, 

El Gobierno no toleró ni dejó de tolerar que 
hubiera allí unos accionistas que se comportaban 
mejor o peor. El Gobierno lo que hizo fue reque- 
rir a los accionistas para que cumplieran sus 
compromisos, en la medida en que el Gobierno 
podía hacerlo. Pero el Gobierno no podía cam- 
biar a los accionistas; Fidecaya era una entidad 
privada donde las acciones se compran y se ven- 
den libremente, Eso será un problema del sistema 
financiero, yo no lo voy a analizar ahora, pero el 
Gobierno no lo podía hacer, no era suya Fide- 
caya. No podía tomar Fidecaya y decir: ¿a ver, 
quién la compra? o buscar otros accionistas. ¿A 
quién iba a buscar, en ese momento? No lo podía 
hacer, no está en las posibilidades del Gobierno. 
Es una entidad privada, y cuando una entidad 
privada va mal el Gobierno, en la regulación ac- 
tual de este tipo de entidades en concreto, no pue- 
de buscar otros accionistas. Para la Banca y para 
las entidades de crédito se ha buscado una fohu-  
la distinta, y a través del Fondo de Garantía el 
sector público, porque no es propiamente el Go- 
bierno, oferta unos bancos en determinadas con- 
diciones, después de depurarlos y depués de que 
las peídidas hayan sido asumidas por el Fondo 
con cargo, en gran parte, al Tesoro, directa o in- 
directamente. 

Esta es la solución que hay, y ahí sí se buscan 
unos accionistas, para reflotar un banco; hay 
unos mecanismos que permiten hacerlo. Entro en 
otra afirmación del señor Granado que, sin duda, 
se debe a alguna confusión. El Fondo de Garantía 
de Depósitos no afectaba a estas entidades, por 

eso tuvimos que hacer el Decreto-ley. Pero es que 
ni este Gobierno ni yo tenemos la culpa de que 
no les afectaran. No afecta a estas entidades; no se 
haóia creado un fondo para estas entidades; se 
creó el Decreto-ley para estas entidades; por eso 
se hizo el Decreto-ley, porque el Fondo de Ga- 
rantía de Depósitos no era aplicable. Y como no 
era aplicable el Fondo de Garantía de Depósitos 
hubo que hacer el Decreto-ley, para que sirviera 
unas garantías parecidas, aunque no exactas,a 
aquéllas que a los depositantes da el Fondo de 
Garantía de Depósitos. Por tanto, no había más 
medios que los que creó el Decreto-ley, no exis- 
tían otros, y antes no existía ninguno. 

En el año 1978 no era este Gobierno ni el ante- 
rior, pero en el año 1979, en el año 1980 y en el 
año 198 1 no había otros medios, no existían otros 
medios. Y no se podia crear tampoco -y y o  le 
quiero decir al señor Granado que en eso también 
pensé, o pensamos, por no hablar en primera per- 
sona del singular- un fondo parecido, porque no 
había posibilidad en ese sector. No se podía crear 
un fondo parecido o equivalente al de Garantía 
de Depósitos de la Banca, porque en un sector 
donde todo lo que había era Fidecaya, que supo- 
nía como el 99 por ciento del sector, era imposi- 
ble pensar en un fondo que se fuera nutriendo al 
50 por ciento entre el Banco de España o el sector 
público -por llamarlo de algún moda- y las en- 
tidades del sector, para nutrir un fondo que per- 
mitiera afrontar estos riesgos. No era viable. Los 
números no lo permitían. Y de estos números 
-no quiero emplear la palabra solemne de ac- 
tuariales, pero en fin, en ese orden creo que el se- 
ñor Granado conoce lo suficente como para saber 
que ese fondo no era viable en absoluto. Si hubie- 
ra habido 400 o 100 entidades de este tipo o sim- 
plemente algunas más con volúmenes equivalen- 
tes seguramente se hubiera creado ese fondo, pero 
no se pudo crear ese fondo, sino simplemente una 
garantía del Estado sin más. Porque era absurdo 
pensar en unas aportaciones, que ya las calcula- 
mos, y que en el primer año la mayor aportación 
correspondía a Fidecaya, y Fidecaya no podía ni 
hace la aportación en la situación en que se en- 
contraba; en el año 198 1 el fondo equivalente al 
Fondo de Garatía de Depósitos no tenia ningún 
sentido. La situación, de hecho, no lo permitía. 

Por supuesto Fidecaya pudo haber sido viable 
(no lo sé yo no entro en esto, no quiero hacer fu- 
turibles) con otros hombres, posiblemente, segu- 
ramente; con estos no lo fue; si era viable sería 
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con otros; en eso estoy de acuerdo con el seilor 
Granado. Pero es que esos hombres no han apa- 
recido por las puertas de Fidecaya a lo largo de 
esos años de historia. Han aparecido otros que no 
la han hecho viable. Yo no sé si esto hubiese sido 
posible o no, pero en cualquier caso digo que allí 
no aparecieron. Esto era un asunto entre particu- 
lares, y las transmisiones de acciones ni siquiera 
eran conocidas por la Administración, porque la 
norma vigente no exigía comunicar las transmi- 
siones de acciones. Esta es la realidad de la norma 
vigente. No ocurre lo mismo, repito, con otras 
entidades, pero sí con éstas. 

Finalmente, quiero decirle que cuando yo oigo 
afirmar que la tarea de investigar 40 sociedades 
-y ninguna sociedad que esté constituida en un 
registro es una sociedad oculta, porque la socie- 
dad oculta según el Código Civil y el Código de 
Comercio es otra cosa, eso ya lo sé yo muy 
bien-, se realiza en una mañana, yo le digo que 
en una mañana no se investigan. No se investigan 
en bastante más tiempo, porque los instrumentos 
legales que están a dispodición de los administra- 
dores de sociedades o de los ciudadanos en gene- 
ral -no digo ya para resistir, sino simplemente 
para distanciar la acción de una Administra- 
ción- son numerosos, cuando no hay unos pro- 
cedimientos específicos para este tipo de entida- 
des. 

Hoy sí tiene el Banco de España posibilidades 
de acción sobre los bancos, y de investigación rá- 
pida. Nosotros no las tenemos. Si un Inspector se 
dirige a una sociedad, la sociedad le puede con- 
testar diciendo que dentro de quince días, etcéte- 
ra. .Es decir, al final, ahí se produce un encadena- 
miento, en virtud del cual hay un requerimiento, 
un expediente, una sanción por no atender al re- 
querimiento, y eso lleva días y días y puede llevar 
incluso meses. No quiero decirlo muy alto para 
que los que no lo saben no se enteren, pero con 
los medios legales a disposición de todo contri- 
buyente, porque las Leyes fiscales esth pensadas 
para los contribuyentes -y no para presuntos de- 
lincuentes, que es otra cosa distinta-, que no son 
presuntos delincuentes, tienen estas personas 
unos medios a su disposición para que la inciden- 
cia de la Administración no sea abusiva y sea una 
relación normal Estado-contribuyentes. Bien me 
cuido yo, cuando van pasando Leyes por esta Cá- 
mara y por la otra, de que no queden nunca dis- 
minuidos los poderes de actuación de los funcio- 
narios del Ministerio de Hacienda en la investiga- 

cion correspondiente, y al señor Granado le cons- 
ta, pero de todos modos hay unas posibilidades de 
defensa que no podemos evitar. 

No nos podemos constituir dentro de una so- 
ciedad «manumilitari», ocupándola como si fué- 
ramos un Juez. No son Jueces. No tienen el poder 
que la investigación judicial. No tenemos ese po- 
der, tenemos un poder menor y, por tanto, eso 
provoca. dificultades cuando se quiere plantear- 
las. Por tanto, si ciertamente -y se hace con fre- 
cuencia en el Ministerio de Hacienda- se utili- 
zan los servicios de un sector, que está pensado 
para una cosa, para otro sector -y lo hemos he- 
cho varias veces, incluso para saber de situacio- 
nes económicas de sectores en su conjunte ,  esto 
en realidad se puede hacer con una cierta rapidez, 
cuando hay una voluntaria colaboración, sabien- 
do que se quiere colaborar para que sea rápido. A 
las malas también lo conseguimos, pero lo conse- 
guimos a través de una investigación laboriosísi- 
ma, haciendo requerimientos y pidiendo papeles 
que nos dicen que no están y que están al día si- 
guiente, etcétera. Y esto lo debe saber también el 
señor Granado, porque alguna experiencia debe 
tener de cómo se comporta precisamente el que 
quiere ocultar. El que no quiere ocultar lo enseña 
todo enseguida, enseña todos los libros y toda la 
documentación complementaria. Pero el que 
quiere ocultar se limita a lo estrictamente legal y 
busca mil artimañas y excusas. Y eso al final le 
sale mal, pero al final. Lo que no se puede es re- 
solver eso en veinticuatro horas. Le aseguro que 
en veinticuatro horas no se puede resolver. De- 
searía que el señor Granado pudiera tener expe- 
riencia de alguna investigación de este tipo para 
que supiera cómo son esas situaciones, que no 
son tan sencillas. 

En resumidas cuentas, me reafirmo en lo que 
dije al principio de la intervención; yo he venido 
aquí a dar cuenta de algo, para que lo supieran los 
ceñores Diputados. No he venido a requerimien- 
to de nadie; quiero recordarlo aunque sena inne- 
:esario. No presumo tampoco de ello, pero quie- 
ro decir que yo tengo un animo de información y 
Je clarificación y que quiero que los números se 
sepan; que se sepan y que se juzguen. Ya sé que 
habrá juicios negativos, como será el de SS. SS., 
pues muy bien, prefiero que haya un juicio nega- 
tivo a que haya un juicio de que ((quién sabe lo 
que habrá ahí debajo, porque no se nos dice 
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nada». La información que estamos dando de este 
y de otros asuntos, en el Ministerio de Hacienda, 
es una información insólita en cuanto a su exten- 
sión e insólita en cuanto a los precedentes históri- 
cos, y me remito a precedentes históricos no tan 
remotos; no hablo ya de la época «ominosa», sino 
de otras épocas menos ominosas y más recientes. 
Por tanto aquí está toda la información, y daré 
toda la que soliciten los señores Diputados. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: ¿El señor Montserrat 
desea hablar? 

El señor MONTSERRAT I SOLE: Sí, señor 
Presidente. Simplemente para decir que la visión 
absolutamente angelical y de transparencia del 
mercado financiero por parte del señor Ministro 
me sorprende, dado su necesario conocimiento. 
Es decir, que no se puede hablar de que aquí Ru- 
masa ha optado a esto porque era la que estaba 
mejor situada. No hay una transferencia del mer- 
cado financiero y estamos en una situación que 
hace muy dificil todo esto, y calcular los costes y 
los beneficios del sector público enfrentándose 
con un mercado fincanciero que no es tranparen- 
te, me parece que crea problemas. 

En segundo lugar, en cuanto a las tareas de in- 
formación, evidentemente, el Ministerio de Ha- 
cienda nos proporciona mucha información, 
pero, en cambio, la restringe en otros temas. Por 
ejemplo, en el tema de las listas de contribuyentes 
de Hacienda no ha habido una mejora con res- 
pecto a lo precedente, sino un empeoramiento en 
relación con la situación anteior. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el se- 
ñor Ministro. 

El señor MINISTRO DE HACIENDA (García 
Añoveros): Señor Presidente, yo no tengo visión 
ni angelical ni no angelical de la transferencia del 
mercado financiero. Aquí no se está cuestionado 
la transferencia del mercado financiero, sino la 
información que damos nosotros, y yo no soy el 
mercado financiero, se lo puedo asegurar. El mer- 
cado financiero es una cosa, el conjuno de entida- 
des que hay es una cosa y yo, desde luego, no soy 
el mercado financiero, ni mucho menos; inter- 
vengo en el mercado financiero como titular del 

Ministerio de Hacienda, entre otras cosas porque 
tengo que colocar 120.000 millones de Deuda a 
largo o a medio y 100.000 millones de Deuda a 
corto y tengo que salir a los mercados exteriores e 
intervengo en el mercado financiero, pero yo del 
mercado financiero sé por la parte que me toca, 
pero no por la parte de los demás. Yo no soy un 
banco ni estoy dentro de los bancos; yo estoy en 
el Ministerio de Hacienda, en el Gobierno. 

En segundo lugar le diré que el Ministero de 
Hacienda da, respecto de los contribuyentes, toda 
la información que indica la Ley, ya que ha saca- 
do ese tema. El Ministerio de Hacienda no ha in- 
cumplido nunca la Ley en dar información sobre 
contribuyentes y sobre listas. Hay una norma le- 
gal que dice lo que se debe hacer con eso y hay un 
proyecto de Ley enviado a esta Cámara - q u e ,  
por cierto, no acaba de salir-, en el que se dice 
en qué condiciones queremos publicar las listas 
de los infractores, y a ello me remito. Mientras 
tanto, desde luego, yo no voy a incumplir la Ley 
publicando, como nunca la incumplí por el he- 
cho de no publicar. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 

Tiene la palabra el señor Sárraga. 
Ministro . 

El señor SARRAGA GOMEZ: Unicamente, a 
efectos de que conste en el «Diario de Sesiones», 
decir que este Grupo Centrista se congratula de la 
exposición del señor Ministro, de las contestacio- 
nes que ha dado a los temas que han planteado 
los portavoces de otros Grupos Parlamentarios y 
que, desde luego, esta claridad del Ministerio no 
se plasma Únicamente en el tema de Fidecaya, 
sino en todos cuantos temas y comparecencias ha 
hecho el señor Ministro, unas veces a petición de 
diferentes Grupos y en otras ocasiones, como en 
esta, por voluntad propia. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, seño- 

Cumplido así el orden del día, se levanta la se- 
ría. 

sión. 

Eran las dos y cinco minutos de la tarde. 
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